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Proceso: 
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Adriana Barberi García  
Accionado (S):
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Magistrado Sustanciador: 
Manuel Yargazaray Bandera

Temas:

DERECHO DE PETICIÓN / CORRECCIÓN HISTORIA LABORAL/ / NO HUBO RESPUESTA DE FONDO /  RECONOCIMIENTO PENSIONAL POR VEJEZ/ OTRO MECANISMO DE DEFENSA JUDICIAL/ PERJUICIO IRREMEDIABLE –No se probó-/ REVOCA / CONCEDE
A pesar de lo anterior, la única respuesta que obra en el expediente, con la cual COLPENSIONES atendió dicho requerimiento, se encuentra a folio 30 del encuadernado, refiriendo que procederían a requerir al empleador CENTRO MÉDICO LOS ROSALES, para que corrigiera las inconsistencias presentadas o realizara los pagos correspondientes al tiempo que duró la relación laboral; sin embargo, se guardó absoluto silencio frente al pedimento hecho con relación a la empresa PRESTASALUD LTDA, el cual, más allá de decirse en esta instancia si es o no certero (pues no se cuenta con soportes probatorios que así lo acrediten), sí involucran la necesidad de declarar que la respuesta suministrada por la entidad accionada no fue de fondo, ni completa, porque no abordó en su totalidad los requerimientos realizados por su afiliada en los aludidos escritos.    

Atendiendo lo dicho hasta ahora, esta Sala de Decisión revocará la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad y en su lugar tutelará el derecho fundamental de petición invocado por el apoderado judicial de la señora ADRIANA BARBERI GARCÍA, ello, para de esta manera ordenarle a COLPENSIONES que en el improrrogable término de 72 horas hábiles, le brinde a la accionante una respuesta clara, de fondo, y congruente con lo solicitado en sus escritos del 28 y 29 de enero de 2018, relacionados con la corrección de su historia laboral. 

Ahora, en cuanto a la pretensión de que se decrete en esta instancia la orden de reconocimiento pensional en favor de la señora ADRIANA BARBERI GARCÍA no se hará ningún pronunciamiento de fondo por parte de la Sala, pues en primer lugar está claro que según criterio del accionante, la historia laboral de su prohijada no se encuentra consolidada, de manera que allí repose la totalidad de cotizaciones que dice haber realizado al SGSS; tampoco obra información suficiente en el expediente que logre demostrar que tal derecho pensional se encuentra adquirido; también es inviable su análisis porque existen otros mecanismos de defensa, tanto administrativo ante COLPENSIONES, como judicial en la Jurisdicción Ordinaria Laboral; por último, no se evidenció la existencia de un perjuicio irremediable que permita invadir las competencias del Juez natural. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL 
Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, trece (13) de septiembre de dos mil dieciocho (2018) 
Hora: 4:00 p.m. 
Aprobado por Acta No. 804 
	Radicación: 
	66001-31-09-002-2018-00048-01

	Procedencia:
	Juzgado Segundo penal del Circuito de Pereira

	Accionante: 
	Adriana Barberi García  

	Accionado: 
	Colpensiones 

	Decisión: 
	Confirma


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el abogado Jesús David Rincón Hernández, apoderado judicial de la señora ADRIANA BARBERI GARCÍA, contra la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad el pasado 31 de julio de 2018, mediante la cual negó la solicitud de amparo constitucional deprecada por el recurrente en contra de COLPENSIONES.  

ANTECEDENTES:
El abogado Jesús David Rincón Hernández, actuando en calidad de apoderado judicial de la señora Adriana Barberi García, instauró acción de tutela en contra de Colpensiones, entidad a la cual acusó de vulnerar los derechos fundamentales a la dignidad humana y seguridad social, entre otros, de su mandante. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud fueron extraídos por el Juzgado de conocimiento así: 

“Informó el apoderado judicial que, la señora Adriana Barberi García nació el 14 de febrero de 1960, por lo que en la actualidad tiene 58 años de edad, quien ha cotizado para pensión de vejez con instituciones del orden oficial y privado y reúne un histórico de 1.300 semanas cotizadas, es más, para el reconocimiento pensional fue necesario presentar solicitud de corrección del histórico laboral antes del año 1995 con los empleadores Fondo de Ahorro y Crédito de Empleados del Servicio Seccional de Salud de Risaralda, Navarro González y Cia. Ltda. (Tecneletro) hoy Magnetrón S.A., Inversiones Gemela Ltda. y Cia. Tecnoquímicas Ltda., tal como lo certificó Colpensiones mediante el oficio BZ2017_2537040-2551277.

Reunida la información laboral y cotizada a la Caja de Previsión Social fue solicitado el reconocimiento de la pensión de vejez, misma que fue resuelta de manera negativa por medio de la Resolución SUB248175 del 7 de noviembre de 2017, frente a la cual se interpusieron los recursos de reposición y apelación el 23 de noviembre de 2017; los cuales, adujo la accionada, no comprender la finalidad y objeto de los recursos interpuestos, por lo que en esa misma fecha la accionante aclaró su petición mediante formato PQR radicado al número 2018_478063. Fue así como, mediante Resolución DIR 23994 del 29 de diciembre de 2017 Colpensiones resolvió el recurso de apelación y confirmó en todas sus partes la resolución que negó a la accionante la pensión de vejez, sin tener en cuenta que la actora cumple con los requisitos de edad y semanas cotizadas, además que si los empleadores presentan mora en el pago de los aportes, dicha situación no puede ser trasladada a la trabajadora.
También señaló que, Colpensiones mediante oficio BZ-2018_544557 del 7 de febrero de 2018 en respuesta a un PQR, le comunicó que había iniciado un requerimiento al empleador Centro Médico Los Rosales para que hiciera las correcciones respecto a una calenda, pero que el verdadero vínculo laboral de la actora fue con la Clínica Los Rosales S.A.”
PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos narrados en precedencia, el accionante formuló las siguientes pretensiones: 

· Que se adecúe y corrija la historia laboral de la señora ADRIANA BARBERI GARCÍA, con las cotizaciones efectuadas por los empleadores del orden público, nacional y departamental, para los cuales prestó sus servicios en el pasado.

· Que no se le traslade a la señora ADRIANA BARBERI GARCÍA la mora en los aportes pensionales de sus antiguos empleadores, tanto públicos como privados. 

· Que una vez se encuentre corregida la historia laboral de la señora ADRIANA, se proceda al reconocimiento pensional de vejez a partir del 14 de febrero de 2017, con el correspondiente retroactivo; el cual debe reajustarse año a año según el IPC certificado por el DANE. 
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 17 de julio del año que transcurre, y corrió traslado del escrito de tutela a COLPENSIONES para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
Finalmente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante fallo del 31 de julio de 2018, negar la solicitud de amparo constitucional reclamada, porque en criterio del Despacho, no existió conducta transgresora alguna en contra de la señora ADRIANA BARBERI que se le pueda endilgar a la entidad accionada. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez conoció la sentencia de primera instancia, el abogado que representa los intereses de la señora ADRIANA BARBERI GARCÍA presentó un escrito mediante el cual la impugnó. 

Considera el letrado que la sentencia careció de análisis, y que la Juez cognoscente incurrió en un defecto fáctico por no haber valorado razonablemente las pruebas aportadas a la tutela, las cuales dan cuenta de las peticiones y contestaciones secuenciales entre su representada y COLPENSIONES, y donde se ha evidenciado que las respuestas emitidas por esta última han quedado a medias. 
Refiere también que COLPENSIONES no ha dicho nada acerca de la entidad Prestasalud Ltda., la cual se refleja en la historia laboral como un empleador que presenta deuda por no pago oportuno, y cuya corrección se ha deprecado ante la entidad accionada, circunstancia que no fue valorada por la Juez A Quo. 

Así mismo, resalta que hay un error en la Resolución Pensional SUB 248571 expedida por COLPENSIONES, porque omite que su poderdante reúne los requisitos del régimen de transición, en tiempo laborado al año 1994 y las mil semanas en cualquier tiempo.   
Finalmente, puntualizó que COLPENSIONES ha perjudicado el cálculo actuarial de su mandante, al justificar en favor de ella únicamente 992 semanas, dejando por fuera los aportes pensionales realizados con algunos empleadores.   
Bajo los anteriores argumentos solicitó que se acceda a las peticiones planteadas en su escrito inicial. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la entidad accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante, de manera que deba revocarse el fallo de primer grado, o si por el contrario le asistió razón a la Juez A Quo al negar la solicitud de protección constitucional reclamada. 
3. Solución:  
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Sobre el derecho fundamental de petición:

El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

En ese orden de ideas, y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

(:::)
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. (…)” 

Caso concreto: 

En el caso que ocupa la atención de la Colegiatura, a pesar de la falta de claridad y precisión en que incurrió el accionante al exponer los hechos en los cuales fundamentó sus pretensiones, tanto en su escrito inicial, como en el de impugnación, se puede intuir que su interés principal es el de lograr la corrección de la historia laboral de su mandante, la señora ADRIANA BARBERI GARCÍA, y así dar paso a un reconocimiento pensional por vejez.
Al respecto, debe decirse que si bien en el trámite de primera instancia se logró establecer que la accionada ha atendido en diferentes oportunidades los requerimientos que se le han hecho por parte de su afiliada BARBERI GARCÍA, la Sala observa que le asiste razón al Abogado en una de sus manifestaciones, en el siguiente sentido: 
Al dossier se aportaron de manera prácticamente secuencial las peticiones instauradas tanto por la señora ADRIANA, como por su apoderado judicial, de allí, se puede establecer que COLPENSIONES ha resuelto casi todas sus solicitudes, sin embargo, es cierto que los días 16 y 17 de enero del año que avanza (folios 28 y 29), la señora ADRIANA BARBERI GARCÍA presentó, mediante formulario de peticiones, quejas, reclamos y sugerencias, una solicitud tendiente a que se diera inicio a un cobro coactivo en contra de las empresas CENTRO MÉDICO LOS ROSALES, en la que al parecer laboró desde el mes de junio de 1997 hasta diciembre de ese mismo año, así como PRESTASALUD LTDA. ante la cual prestó sus servicios, según dijo, desde el mes de enero de 1998 hasta diciembre del año 2004.  
A pesar de lo anterior, la única respuesta que obra en el expediente, con la cual COLPENSIONES atendió dicho requerimiento, se encuentra a folio 30 del encuadernado, refiriendo que procederían a requerir al empleador CENTRO MÉDICO LOS ROSALES, para que corrigiera las inconsistencias presentadas o realizara los pagos correspondientes al tiempo que duró la relación laboral; sin embargo, se guardó absoluto silencio frente al pedimento hecho con relación a la empresa PRESTASALUD LTDA, el cual, más allá de decirse en esta instancia si es o no certero (pues no se cuenta con soportes probatorios que así lo acrediten), sí involucran la necesidad de declarar que la respuesta suministrada por la entidad accionada no fue de fondo, ni completa, porque no abordó en su totalidad los requerimientos realizados por su afiliada en los aludidos escritos.    
Atendiendo lo dicho hasta ahora, esta Sala de Decisión revocará la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad y en su lugar tutelará el derecho fundamental de petición invocado por el apoderado judicial de la señora ADRIANA BARBERI GARCÍA, ello, para de esta manera ordenarle a COLPENSIONES que en el improrrogable término de 72 horas hábiles, le brinde a la accionante una respuesta clara, de fondo, y congruente con lo solicitado en sus escritos del 28 y 29 de enero de 2018, relacionados con la corrección de su historia laboral. 
Ahora, en cuanto a la pretensión de que se decrete en esta instancia la orden de reconocimiento pensional en favor de la señora ADRIANA BARBERI GARCÍA no se hará ningún pronunciamiento de fondo por parte de la Sala, pues en primer lugar está claro que según criterio del accionante, la historia laboral de su prohijada no se encuentra consolidada, de manera que allí repose la totalidad de cotizaciones que dice haber realizado al SGSS; tampoco obra información suficiente en el expediente que logre demostrar que tal derecho pensional se encuentra adquirido; también es inviable su análisis porque existen otros mecanismos de defensa, tanto administrativo ante COLPENSIONES, como judicial en la Jurisdicción Ordinaria Laboral; por último, no se evidenció la existencia de un perjuicio irremediable que permita invadir las competencias del Juez natural. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad el 31 de julio de 2018, para en su lugar tutelar el derecho fundamental de petición de la señora ADRIANA BARBERI GARCÍA.
SEGUNDO: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES que en el término de setenta y dos (72) horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, le brinde a la accionante una respuesta clara, de fondo, y congruente con lo solicitado en sus escritos del 28 y 29 de enero de 2018, relacionados con la corrección de su historia laboral.  

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Sentencia T-249 de 2001.





Página 10 de 10

